Estrategias para un desarrollo económico sostenible

La economía mundial está gastando las reservas de capital ecológico más deprisa de lo que pueden reponerse. Sin embargo, el crecimiento puede reconciliarse con el respeto por la integridad del ambiente 

Jim MacNeill

Desde 1900, la población del planeta ha venido aumentando hasta triplicarse con creces. La economía mundial se ha multiplicado por 20. El consumo de combustibles fósiles es hoy 30 veces mayor que entonces, y ha sido 50 el factor de incremento de la producción industrial. Cuatro quintas partes de este crecimiento han ocurrido desde 1950. Tal escalada del desarrollo ha llenado el mundo de nuevas realidades que aún no se reflejan en la conducta humana, ni en la política, ni en la economía, ni en las instituciones de gobierno. 

Los logros en bienestar social posibilitados por este desarrollo han sido impresionantes, y lo es más todavía su potencial de futuras mejoras. Pero muchos de los procesos desarrollísticos que reportaron tales logros están degradando el medio ambiente del planeta y esquilmando su capital ecológico básico a un ritmo alarmante, empobreciendo y sumiendo en la miseria a crecientes masas de población. Una década después del hito que supuso la Conferencia sobre el Medio Ambiente celebrada en 1972 en Estocolmo, los gobiernos comenzaron a reconocer que la destrucción del entorno, efectuada a un ritmo y a una escala como nunca se habían conocido con anterioridad, podía dar al traste con las perspectivas de desarrollo económico y era una grave amenaza contra la supervivencia misma de los habitantes de la tierra. 

¿Hay algún modo de satisfacer las necesidades y aspiraciones de los cinco mil millones de seres humanos que viven actualmente en la tierra, sin comprometer a la vez la capacidad de que satisfagan también las suyas los que, en número de ocho a diez mil millones, la habitarán un mañana próximo? Esta creo yo que fue la pregunta tácita a la que trató de responder la Asamblea General de las Naciones Unidas cuando, en 1983, pidió que se estableciera una comisión especial e independiente. La Comisión Mundial para Ambiente y Desarrollo, como después se la llamó, estaba formada por 23 miembros, que procedían de 22 países, con equilibrio entre las diversas zonas, pues se incluían todos los de los principales grupos de poder y eran fuerte mayoría los países que se hallan en vías de desarrollo. Gro Harlem Brundtland, a la sazón jefe de la oposición y hoy primera ministra de Noruega, presidía la Comisión; Mansour Khalid, antaño ministro de relaciones exteriores del Sudán, ocupaba la vicepresidencia. A mí me correspondió (ex officio) ser miembro y secretario general, con las responsabilidades de organizar y dirigir lo que llegó a convertirse en una encuesta global sobre la situación del mundo. 

La comisión pasó por un largo proceso de análisis, aprendizaje y debates. Encargamos estudios, establecimos secciones y grupos de trabajo e invitamos a reunirse con nosotros a personajes de renombre mundial. Hicimos también algo que ninguna otra comisión internacional ha intentado: orga​nizamos conferencias y coloquios públicos abiertos por todo el mundo, de Jakarta a Moscú, de Sáo Paulo a Oslo, de Harare a Otawa. Entrevistamos, en demanda de sus opiniones, a cerca de un millar de expertos, líderes políticos y ciudadanos preocupados por el tema en los cinco continentes. En este proceso, adquirimos un conocimiento de primera mano sobre las contradicciones que se dan entre la realidad del ambiente y del desarrollo -totalmente interconectados en la vida diaria de las gentes, de las comunidades y de las industrias- y los artificiales distingos que suelen levantar entre uno y otro las instituciones académicas, económicas y políticas. 

	Crecimiento, Distribución y Pobreza

¿A qué velocidad puede esperar un país en desarrollo ir eliminando la pobreza? La respuesta variará de un país a otro, pero un caso típico puede enseñarnos mucho. Consideremos, por ejemplo, una nación en la que la mitad de la población subsiste con un nivel de vida cercano a la miseria y donde la renta nacional se reparte como sigue: una quinta parte de los habitantes, los de más alto nivel, disfrutan del 50 por ciento de la renta; la siguiente quinta parte, de menos nivel, percibe el 20 por ciento; la siguiente quinta parte, descendiendo, el 14 por ciento; otra quinta parte, el 9 por ciento; y a la última quinta parte, la inferior de todas, le llega sólo el 7 por ciento. Este ejemplo representa bastante bien la situación de muchos países subdesarrollados y cuya renta es escasa. 

Consideremos ahora dos escenarios para la distribución de los incrementos de la renta: uno en el que el 25 por ciento de la renta incremental de la quinta parte que forman los habitantes más ricos se redistribuye por igual entre el resto de la población, y otro en el que no hay ninguna redistribución. Para estos dos casos, el número de años que se tardará en hacer que la pobreza disminuya de un 50 a un 10 por ciento será entre 18 y 24 años si la renta per cápita crece anualmente un 3 por ciento, y entre 51 y 70 años si su crecimiento anual es de sólo 1 por ciento. 

Así que, si la renta per cápita sube el 1 por ciento cada año, el tiempo requerido para eliminar la pobreza absoluta se prolongará bastante por el siglo próximo, tanto si se redistribuye la renta como si no. Para asegurar que el mundo vaya por buen camino hacia un desarrollo sostenible durante la primera parte del siglo XXI será necesario que la renta per cápita aumente como mínimo un 3 por ciento cada año y también que en los países en vías de desarrollo se la distribuya con mayor equidad. 


En octubre de 1987, después de tres años de intenso trabajo, la comisión presentó su informe "Nuestro futuro común", a la Asamblea General. Su respuesta a la pregunta tácita de la Asamblea fue un muy condicionado "Sí". Las necesidades y aspiraciones de hoy podrían conciliarse con las de mañana a condición de que las naciones cambiaran radicalmente el modo de dirigir la economía mundial. Aunque este artículo se basa principalmente en el informe de la comisión, refleja mi in​terpretación personal y tiene también en cuenta los sucesos que se han producido desde 1987 y la información recogida hasta 1989. 

Durante sus tres años de trabajo, la comisión se preguntó una y otra vez lo que yo llamo la "cuestión de la sostenibilidad": ¿Podrá el crecimiento, a la escala proyectada para el decenio próximo y los cuatro siguientes, llevarse adelante sobre una base que sea económica y ecológicamente sostenible? 

La respuesta no es inmediata, puesto que los obstáculos contra la sostenibilidad son sobre todo sociales, institucionales y políticos. La sostenibilidad económica y la ecológica son tratadas aún por todos los gobiernos y organismos internacionales como dos cuestiones independientes, y son de la incumbencia de ministerios o departamentos distintos y separados: unos de economía o finanzas; otros, del medio ambiente. Lo cierto es que los sistemas económico y ecológico se hallan, de hecho, interco​nectados. El calentamiento global no es sino una forma de reacción del sistema ecológico general frente al sistema económico mundial. Y lo mismo cabe decir del agujero de la capa de ozono, de las lluvias ácidas sobre Europa y el este de Norteamérica, de la degradación del suelo de las praderas, de la deforestación y la extinción de especies en la Amazonía y de otros muchos fenómenos ambientales. 

Algunas regiones y comunidades han atravesado ya los umbrales críticos. En el caso de la capa de ozono y del cambio climático puede que sea el mundo entero el que esté a punto de atravesarlos. Aun así, el imperativo más urgente de los próximos cinco decenios será el de aumentar la rapidez del desarrollo. Sería necesario incrementar de cinco a diez veces la actividad económica durante los próximos 50 años para satisfacer las necesidades y aspiraciones de una población mundial que va en rápido aumento, así como empezar a reducir las bolsas de pobreza. Si tal pobreza no desaparece pronto y en proporción importante, no habrá manera posible de detener la acelerada disminución de las reservas planetarias de capital básico: de los bosques, suelos, especies, pesquerías, aguas y at​mósfera de nuestro planeta. 

Una transición hacia un desarrollo sostenible durante la primera parte del siglo XXI requerirá, como mínimo, un crecimiento anual del 3 por ciento en la renta per cápita de los países en vías de desarrollo y unas fuertes medidas orientadas a conseguir mayor equidad en esos países y menos diferencias entre ellos y los del mundo industrializado. Aunque sólo representan una cuarta parte de la población mundial, los países industrializados consumen alrededor del 80 por ciento de los bienes del mundo entero. Los países en vías de desarrollo, con tres cuartas partes de la población mundial, disponen de menos de una cuarta parte de esos bienes. Y el desequilibrio va aumentando de forma acelerada. 

Multiplicar de cinco a diez veces la actividad económica supone añadir un colosal gravamen sobre la ecosfera. Imaginemos lo que sumaría la inversión, por todo el planeta, en construcción de hogares, en transportes, en agricultura y en industria. Si se empleasen las formas de desarrollo ordinarias, sólo el gasto de energía tendría que multiplicarse por ocho para conseguir únicamente que los países subdesarrollados, con sus poblaciones actuales, alcanzaran los niveles de consumo de que goza el mundo industrializado. Y para los alimentos, el agua, la vivienda y demás servicios vitales podrían citarse factores parecidos. 

Lo de aumentar la actividad económica multiplicándola por un factor entre 5 y 10 suena a monstruoso, pero, en virtud de un simple cálculo de interés compuesto, viene a representar una tasa de crecimiento anual que se queda tan sólo entre el 3,2 y el 4,7 por ciento. ¿Qué gobierno, del país que sea, desarrollado o por desarrollar, no aspira al menos a eso? En realidad, tales porcentajes apenas bastan para mantener el incremento de la renta al mismo ritmo al que se prevé que aumentará la población de los países en desarrollo. 

Dadas las tendencias demográficas, un auge del 3 por ciento anual en la renta per cápita requeriría que la renta nacional conjunta creciese el 5 por ciento cada año en los países de Asia en vías de desarrollo, el 5,5 por ciento en los de Iberoamérica y el 6 por ciento en los de Africa y en los del oeste asiático. Durante las décadas de los años sesenta y setenta, muchos países de las citadas zonas avanzaron en esas proporciones. 

Pero en el transcurso de los años ochenta el crecimiento se ha detenido casi del todo, en la mayoría de los países en vías de desarrollo. Han padecido graves trastornos internos, no sólo económicos, sino también ecológicos y políticos. Y en muchos casos, con claras conexiones entre unos y otros. La población siguió aumentando hasta dejar muy atrás al crecimiento económico en la mayoría de estos países, y dos terceras partes de ellos sufrieron disminuciones de la renta per cápita, algunas de hasta el 25 por ciento. El deterioro de algunos parámetros del mercado, tales como los precios de las mercancías, que llegaron a ser sumamente inestables, el creciente proteccionismo en las economías de mercado más desarrolladas y la congelación de los créditos y de las ayudas se combinaron para obligar a que se atendiese a las crisis coyunturales más que al desarrollo a largo plazo. 

El problema principal, sobre todo en Africa y en Iberoamérica, era y sigue siendo todavía el de la deuda externa [véase la figura 2]. La deuda acumulada por el conjunto de los países en vías de desarrollo suma actualmente alrededor de 1 billón de dólares; el pago de sus intereses se lleva cada año 60.000 millones. El tradicional flujo neto de capitales desde los países industrializados a los que están aún en desarrollo cambió de sentido en 1982: actualmente se transfieren en dirección contraria más de 43.000 millones de dólares al año. Y esta cantidad es sólo la que contabiliza el Banco Mundial. 

	DEUDA A LARGO PLAZO Y AFLUENCIAS FINANCIERAS EN LOS PAISES
 EN VIAS DE DESARROLLO DE 1983 A 1988 (Miles de millones de dólares)

	
	1982
	1983
	1984
	1985
	1986
	1987
	1988

	Deuda pendiente y ya gastada 
	562,5
	644,9
	686,7
	793,7
	893,8
	996,3
	1020

	Servicio de la deuda 
	98,7
	92,6
	101,8
	112,2
	116,5
	124,9
	131

	Pagos principales 
	49,7
	45,4
	48,6
	56,4
	61,5
	70,9
	72

	Pagos de los intereses 
	48,9
	47,3
	53,2
	55,8
	54,9
	54,0
	59

	Afluencias netas 
	67,2
	51,8
	43,0
	32,9
	26,2
	15,8
	16

	Transferencias netas 
	18,2
	4,6
	-10,2
	-22,9
	-28,7
	-38,1
	-43

	

	2. DEUDA Y FLUJOS FINANCIEROS reflejan el empeoramiento de la situación económica de los países en vías de desarrollo. La deuda acumulada de esas naciones va en aumento, cifrándose hoy en más del billón de dólares. A partir de 1984 el flujo de capital cambió de sentido; hoy son 43.000 los millones de dólares que se transfieren de los países pobres a los desarrollados. Los datos nos los proporcionó el Banco Mundial. 




Por añadidura, las actuales formas de transacción hacen recaer en gran medida los costos ambientales de la totalidad del producto nacional bruto sobre las economías más pobres, las de los países en vías de desarrollo, basadas en la mera extracción de los recursos. Un estudio efectuado para la Comisión estimaba esos costes en aproximadamente 14.000 millones de dólares al año -más de un tercio anual del dinero que fluye en la otra dirección en forma de ayudas para el desarrollo. Y esos 14.000 millones resultan de un cálculo a la baja, que incluye sólo los costes relacionados con la degradación del ambiente y no los que corresponden a la disminución de los recursos. 

	DEPENDENCIA DE LOS RECURSOS

 DE LA ECONOMIA DE ALGUNOS

PAISES SUBDESARROLLADOS

	PAIS
	Porcentaje de exportación de productos primarios respecto al total de exportaciones

	
	AÑO 1965
	AÑO 1986

	BIRMANIA

CHINA

INDIA

SRI LANKA

ETIOPIA

GHANA

KENYA

SENEGAL

TANZANIA

BOLIVIA

COLOMBIA

COSTA RICA

INDONESIA

TAILANDIA

NIGERIA

ZIMBAWE
	99

54

51

99

99

98

94

97

87

95

96

84

96

95

97

71
	87

36

38

59

99

98

84

71

83

98

82

65

79

58

98

64

	

	4. DEPENDENCIA DE LOS RECURSOS en las economías de los países subdesarrollados. Salta a la vista, en esta selección, con sólo advertir el porcentaje de "productos primarios" que hay en el total de sus exportaciones: combustibles, minerales, metales y productos agrícolas. En muchos casos, el porcentaje ha ido disminuyendo a lo largo de las dos últimas décadas, a medida que los recursos se agotaban. Datos del Informe del Banco Mundial sobre el Desarrollo Mundial en el año 1988.


La mayoría de los países en vías de desarrollo, así como grandes zonas de muchos de los ya industrializados, basan sus economías en los recursos naturales [véase la figura 4]. Su capital económico consiste principalmente en reservas de recursos ambientales: suelos, bosques, pesquerías, especies de la fauna y de la flora, aguas y parques. Su desarrollo económico a largo plazo depende del mantenimiento, si no del aumento, de tales reservas y de que se amplíe su capacidad de servir de base a la agricultura, la silvicultura, la pesca, la minería y el turismo, para su aprovechamiento local y para la exportación. 

Durante los dos últimos decenios, los países más pobres del mundo subdesarrollado han padecido una gravísima merma de este capital. Hace sólo 40 años, en Etiopía, por ejemplo, un 30 por ciento de su superficie estaba cubierto de selva; hace 12 años el porcentaje había bajado a un 4 por ciento, y hoy quizá sea sólo del 1 por ciento. Hasta este siglo, las selvas de la India cubrían más de la mitad del país; hoy han disminuido hasta ocupar solamente el 14 por ciento, y cada día se van eliminando más deprisa. En los trópicos se talan 10 árboles por cada uno que se planta; en Africa la desproporción es de 29 a uno. Año tras año desaparecen áreas forestales cuya superficie total equivale a la del Reino Unido. Puede que sólo en Brasil se estén perdiendo anualmente más de ocho millones de hectáreas. 

Una superficie más extensa que todo el continente africano y habitada por más de mil millones de personas está amenazada hoy de desertización, y cada año aumentan los desiertos en seis millones de hectáreas. El Instituto para la Observación del Estado del Mundo (World Watch Institute) calcula que se pierden cada año hasta 25.000 millones de toneladas de mantillo o capa de tierra fértil -lo que viene a ser, más o menos, todo el que cubre las zonas cerealistas de Australia. El gasto de agua se ha duplicado por lo menos dos veces en este siglo y podría duplicarse otra vez en las dos décadas próximas. Sin embargo, en 80 países subdesarrollados, en los que vive el 40 por ciento de la población mundial, el agua es ya, por su escasez, un grave impedimento que frena el desarrollo. 

El capital básico para la economía de los países en vías de desarrollo, y de parte de algunos desarrollados -sus recursos naturales y renovables-, está consumiéndose más deprisa que lo que se puede rehacer o reponer. Hay algunos países subdesarrollados que, habiendo agotado virtualmente todas sus reservas de capital ecológico, se hallan al borde de la quiebra ambiental. Entre las consecuencias que se siguen hay que contar no sólo el aumento del hambre y de la mortandad, sino también la inestabilidad social y los conflictos, puesto que el agotamiento de los recursos y la degradación del nivel de vida provoca que millones de refugiados crucen las fronteras nacionales. 

Con tales factores como telón de fondo, no es difícil predecir un futuro en el que la degradación ambiental, la pobreza y la penuria sean cada vez mayores, los recursos escaseen y crezca todavía más la contaminación. Este podría ser, desde luego, el amargo fruto de muchas políticas y pautas de desarrollo actuales; pero no es algo inevitable. 

En vez de abundar en ello, la Comisión prefirió insistir en que es posible una "nueva era de crecimiento" -no del tipo de crecimiento hoy imperante, sino de un crecimiento sostenible, un crecimiento basado en formas y procesos de desarrollo que no socaven la integridad del ambiente del que dependen. La Comisión definió el desarrollo sostenible como aquel que abre nuevas vías de progreso económico y social que "satisfagan las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las suyas propias". 

El concepto de desarrollo sostenible no es nuevo. Como señala William D. Ruckelshaus la sostenibilidad es la economía originaria de la especie. La civilización moderna, empero, se ha caracterizado por un desarrollo suicida, empleando formas de toma de decisión que provocan un olvido sistemático del futuro. ¿Pueden reestructurarse las economías modernas conforme con los criterios de la sostenibilidad? No es ésta una cuestión académica, sino probablemente una cuestión de supervivencia. 

Esa reestructuración requerirá cambios en el sistema de valores y en las metas de la sociedad, cambios en los incentivos y cambios en los procesos que dominan la toma de decisiones. Para que el desarrollo sea sostenible se habrán de cumplir unas cuantas condiciones. Ya he mencionado algunas: reanimar el crecimiento, procurar muy de veras la equidad y satisfacer las necesidades y aspiraciones esenciales. Varias otras condiciones son igualmente importantes. 

Una es la de reducir los índices de aumento de la población. Asunto que no es simplemente de cifras. El niño que nace en un país rico, industrializado, donde hay un alto consumo de energía y de materiales per cápita, representa para el planeta una carga mucho más pesada que el niño nacido en un país pobre. El mundo industrializado ha caído en la cuenta de que el mejor medio de control demográfico es el desarrollo. Junto con la urbanización, los niveles de ingresos en alza, las mejoras educativas y la habilitación laboral de la mujer, el desarrollo ha traído índices incluso negativos en cuanto al aumento demográfico de Alemania occidental y Suecia, entre otros países. 

Procesos similares están teniendo lugar en algunos de los países que se hallan en vías de desarrollo. Además, muchos de ellos empiezan ya a adoptar fuertes medidas directas para motivar social, cultural y económicamente a las parejas para que tengan pocos hijos. Mediante programas de planificación familiar, están proporcionando también, a cuantos lo piden, la educación, los medios y los servicios técnicos necesarios para controlar el número de vástagos. Estos esfuerzos requieren mucho más apoyo investigador, financiero y sobre todo político de los países industrializados que el recibido hasta la fecha. 

Otra condición esencial para que el desarrollo se torne sostenible es que la provisión de capital ecológico de una comunidad o de una nación no disminuya con el transcurso del tiempo. Una pro​visión constante o creciente de capital natural resulta indispensable no sólo para satisfacer las necesidades de las generaciones presentes, sino también para guardar las normas de la justicia y la equidad con respecto a las futuras. 

¿Pueden las economías mundiales crecer a la vez que ir viviendo del interés que proporcione la reserva terrestre de recursos renovables, sin dilapidar ese capital? De momento, las economías mundiales están retrocediendo aceleradamente, pero la cuestión sigue abierta. Para que el consumo anual de la reserva terrestre de recursos renovables guarde proporción con la capacidad que tienen de generarlos los sistemas naturales, el mundo industrializado habrá de incrementar en muchos órdenes de magnitud su respaldo a cuantos planes se orienten a reducir la polución, proteger y preservar la provisión de recursos esenciales y restaurar y rehabilitar las riquezas naturales que ya han sido demasiado explotadas o esquilmadas. 

Es mucho más importante, con todo, reformar los sistemas de administración pública que, activa aunque no intencionadamente, promueven la deforestación, la desertización, la destrucción del hábitat y de las especies naturales y el deterioro de la calidad del aire y de las aguas. Esta política, y los presupuestos ingentes que a menudo exige, es mucho más eficaz que todos los medios que se conciben y arbitran para proteger el ambiente o para restaurarlo y rehabilitarlo cuando se ha dañado. Mientras no se reformen tales políticas, las naciones serán incapaces de frenar, y menos aún de recuperar, el despilfarro cada vez mayor de su capital natural. 

Tomemos, por ejemplo, la agricultura. Los subsidios agrarios constituyen uno de los casos más patentes de política económica destructiva sin quererlo. Virtualmente la totalidad del ciclo de la producción alimentaria en Norteamérica, Europa occidental y Japón atrae sumas ingentes en forma de subsidios directos o indirectos. Estos subsidios animan a los labradores a ocupar terrenos marginales y a roturar bosques. Inducen a los campesinos a emplear pesticidas y fertilizantes en exceso y a consumir en los riegos muchas aguas subterráneas y superficiales. Los agricultores canadienses sufren pérdidas anuales de más de 1000 millones de dólares por la incidencia negativa de la erosión en sus cosechas, la cual proviene, a su vez, de unas prácticas que los contribuyentes canadienses suscriben. 

Según datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y de otras fuentes, la política de subsidios agrarios les está costando a los gobiernos occidentales más de 300.000 millones de dólares al año. ¿Qué programas de conservación pueden competir con éste? Esos subsidios son para los agricultores un incentivo mucho más fuerte y atractivo que las pequeñas subvenciones que suelen concederse para la conservación del suelo y del agua. 

Los contraproducentes efectos de tales subsidios traspasan las fronteras nacionales. Al generar enormes excedentes a un elevado precio económico y ecológico, los subsidios originan presiones políticas en pro de más subsidios aún: para incrementar las exportaciones, para la donación de alimentos como ayuda rutinaria a países subdesarrollados y para establecer barreras comerciales que impidan la importación de productos alimenticios. Todas estas medidas perjudican a la produc​tividad agrícola. 

Durante los próximos decenios, la producción agrícola deberá trasladarse de los países desarrollados a los países por desarrollar, donde la demanda va en aumento. La reforma agraria y de los precios está ayudando a que la agricultura cobre bríos en algunos países de Asia, Africa e Iberoamérica, pero esos esfuerzos podrían ser fácilmente inutilizados por la competencia desleal de los excedentes occidentales subvencionados. Los gobiernos de los países subdesarrollados raras veces son capaces de resistirse a las ayudas o las donaciones en forma de alimentos subvencionados. Pues, aparte de que alivian una necesidad siempre actual, reducen las presiones políticas que recaen sobre los mismos gobiernos para que reformen sus propios sistemas agrícolas, muchos de los cuales son igualmente perjudiciales. Son los agricultores quienes han de soportar la mayor parte de las consecuencias de la pasividad resultante. Hasta los más eficientes son incapaces de competir con ex​cedentes ofrecidos a precios artificialmente bajos gracias a los subsidios que premian la exportación. 

Estas políticas no son sostenibles. En vez de enviar "ayuda" rutinaria en forma de excedentes agrícolas, los países desarrollados deberían proporcionar asistencia financiera, de suerte que promoviesen y apoyasen las reformas internas esenciales para aumentar la producción y poner fin a la febril de​gradación de los recursos básicos en los países subdesarrollados, cambiando así de rumbo y dando alas a sus economías. Las políticas agrarias y las correspondientes políticas comerciales de los países desarrollados pueden también replantearse y redistribuir los presupuestos destinados a la agricultura nacional e internacional, de manera que no sólo mantengan la renta agraria -lo que es vital para una agricultura sostenible- sino que animen también a los agricultores a mejorar, más que a esquilmar, el suelo y el agua subterránea. En Norteamérica existen modelos de tales políticas desde la década de 1930, cuando el Servicio de Conservación del Suelo de los EE.UU. y la Administración para la Rehabilitación de Labrantíos y Praderas en el Canadá tomaron el control de los terrenos erosionables. La Ley de Seguridad Alimentaria estadounidense del año 1985 es un ejemplo más reciente del tipo de cambios que están haciendo falta. 

Las políticas gubernamentales de los países desarrollados y de los que se encuentran en vías de desarrollo incentivan con similar intensidad la explotación sin medida de las zonas forestales del mundo. En el Brasil, el contribuyente respalda el que se aniquilen las selvas de la Amazonía, lo mismo que el contribuyente de los Es​tados Unidos se halla tal vez a punto de suscribir el desmonte del Tongass, el gran bosque húmedo de Alaska. Contumaces incentivos que fomentan la excesiva explotación tanto de los bosques de las zonas templadas como de las selvas tropicales se hallan también presentes en el mercado mundial de productos forestales. Si semejantes políticas e incentivos se siguen ejerciendo, acabarán probablemente destruyendo la mayoría de las regiones arboladas que aún quedan en el mundo, con las consecuentes implicaciones en la seguridad de nuestra alimentación, desertización, inundaciones y calentamiento global terrestre. 

Otra condición esencial más para que el desarrollo sea sostenible concierne a la naturaleza de la producción. Si se han de mantener índices de crecimiento de hasta un 3 o un 4 por ciento en los países desarrollados y de hasta un 5 o un 6 por ciento en los subdesarrollados, habrán de reducirse bastante y con rapidez la energía y la cantidad de materia prima requerida en cada unidad de producción. 

Durante los dos últimos decenios, los cambios económicos y técnicos han dado por resultado una estabilización o una franca reducción de la demanda energética y de algunos materiales básicos por unidad de producto. También se ha debilitado el lazo que ataba el crecimiento y su repercusión sobre el medio ambiente. En ningún otro sector se ha hecho esto tan notorio como en el energético. Tras la primera crisis del petróleo, entre 1973 y 1983, las 24 naciones de la OCDE, todas ellas desarrolladas, aumentaron su productividad energética en un promedio del 1,3 por ciento anual. Antes de la última crisis del crudo, cuando los precios cayeron en picado, algunos países, entre los que se contaban Japón y Suecia, habían alcanzado aumentos de su productividad de más de un 2 por ciento al año. Las mismas tendencias pueden señalarse en muchas otras áreas: agua, acero, aluminio, cemento y determinados productos químicos. 

La transición hacia el empleo de materiales reciclados forma parte integrante de la limitación en el gasto de materias primas; transición que está ya bastante adelantada en algunos países. Durante el decenio 1975-1985, Austria, Alemania occidental, Japón, Suecia y algunos otros países obtuvieron importantes logros en el reciclado de aluminio, acero, papel y vidrio. Las ganancias potenciales siguen siendo, con todo, enormes, aunque sólo sea porque a la mayoría de los países y de las in​dustrias les queda mucho camino por recorrer hasta ponerse a la altura de los que van en cabeza. Si en Canadá, por ejemplo, se reciclara el papel de periódico como se hace en Japón, podría ahorrarse 80 millones de árboles cada año: unas 40.000 hectáreas de bosque.
Cuando una industria reduce el contenido energético y material de su producto, consigue un ahorro en los costes generales por unidad de producción y frena también sus emisiones contaminantes y destrozos ambientales. En realidad, este es a menudo un remedio mucho más eficaz de reducir los desechos que las costosas técnicas "de boca de desagüe", que no sirven para nada. Los beneficios que reportan al ambiente la reducción y el reciclaje de los recursos utilizados como materias primas redundan también sobre el comienzo mismo del ciclo de producción. Se manifiestan en la disminución de las explotaciones mineras y de los desperdicios que generan, en el menor consumo y contaminación de las aguas, en la menor contaminación del aire y en una menor erosión y deforestación. 

Un aumento entre el 1 y el 2 por ciento anual en la productividad energética podría aliviar el calentamiento global terrestre y daría lugar a importantes reducciones de la lluvia ácida. Las naciones podrían lograr fácilmente esos incrementos de la productividad energética si, mediante controles de precios y otras medidas, fomentasen el rendimiento con el mismo vigor con que procuran el desarrollo de los suministros convencionales. Y podrían hacerlo sin sacrificar el rendimiento macroeconómico. De hecho, los países que ya han conseguido avanzar en esta dirección ocupan los puestos más altos en la escala internacional de las realizaciones económicas. Entre 1973 y 1984, el contenido energético y de materias primas por unidad de producción disminuyó en la industria japonesa un 40 por ciento. Suecia, Alemania occidental y algunos otros países lograron porcentajes de reducción igualmente satisfactorios o mejores. Sacarle mayor rendimiento a la energía y a los recursos en las industrias o en las comunidades contribuye a que aumenten la eficiencia y la competitividad de la economía nacional. 

Los países que se encuentran en vías de desarrollo no pueden ignorar tampoco las consecuencias que trae consigo el quedarse rezagados en la productividad energética, aprovechamiento de los recursos y protección del ambiente. Allí, lo mismo que en los países industrializados, el aumento de la productividad es urgente e imprescindible para mantener el crecimiento, aminorar la contaminación y afrontar la competitividad en el mercado internacional. Las economías de mercado desarrolladas deben continuar dirigiendo la marcha en lo que respecta a la reducción de energía y recursos y al re​ciclaje de materiales, pero los países subdesarrollados no deben perder el tren. Además, éstos deben abandonar las técnicas anticuadas, más costosas e ineficaces, en favor de las más avanzadas. 

Algunos países que se han industrializado recientemente, como Taiwan, Corea del Sur y Brasil, están cayendo en la cuenta de esta necesidad y empiezan a incorporar, en sus estructuras industriales, técnicas punteras y procedimientos más refinados. Los países industrializados podrían habilitar ciertos procedimientos, en particular comerciales y de ayuda, para promover activamente el traspaso a los países subdesarrollados de procesos industriales y técnicas avanzadas que fueran más eficaces en términos energéticos y de recursos, menos contaminantes y, por tanto, más competitivos económicamente. 

Algunos de los cambios que requieren los planes energéticos gubernamentales dan una idea de los que hacen falta en general para reducir el consumo de recursos y materiales que conlleva el crecimiento. Para incrementar a un ritmo sostenido el aprovechamiento energético, por ejemplo, los gobiernos tendrán que introducir cambios impopulares, por lo menos en tres áreas. En primer lugar, los países habrán de considerar el "mantenimiento de los precios", esto es, gravar con impuestos la energía durante los períodos en que los precios reales sean bajos para fomentar la productividad. Segundo, unas regulaciones más estrictas que exijan constantes mejoras en el rendimiento de aparatos y técnicas, desde los motores eléctricos hasta los acondicionadores de aire, en el diseño de edificios, automóviles y sistemas de transporte. Tercero, habrá que innovar necesariamente las instituciones para acabar con los monopolios de los proveedores y para reorganizar el sector energético, de manera que los suministros de energía puedan venderse competitivamente y con los menores costes. 

La restricción de la demanda a través del rendimiento energético permitiría ganar tiempo para desarrollar fuentes de energía renovables, entre ellas las que sustituyesen a la madera como combustible en los países subdesarrollados. La electricidad obtenida con placas solares, la energía eólica, las miniturbinas hidráulicas, el reciclaje de desechos orgánicos y el tratamiento de residuos orgánicos para fabricar gas y combustibles líquidos son, sólo, unas cuantas de las muchas técnicas de re​novación energética con posibilidades prometedoras. Pero poner en marcha ese potencial requerirá cambios significativos en la investigación y el desarrollo, que habrán de dejar las fuentes de energía convencionales para ocuparse de otras nuevas. 

Quede dicho una vez más que las actuales estructuras de subvención estatal promueven a menudo justo lo contrario de lo que se necesita para un futuro energéticamente sostenible. Ignoran los costos del agotamiento de los recursos naturales y de la contaminación de la atmósfera, de la tierra y del agua, favorecen el despilfarro y sólo prestan atención a las fuentes de energía tradicionales -carbón, petróleo y energía nuclear-, en vez de preocuparse por las renovables. Procediendo así, imponen enormes cargas a unos presupuestos ya muy gravosos y a las con frecuencia escasas reservas de divisas. 

Los gobiernos deberían examinar todas las subvenciones, las más patentes y las encubiertas, y reformar cuantas comprometan la conservación y, en definitiva, la eficiencia. Deberían también suprimir las medidas que retardan el desarrollo de nuevos recursos energéticos renovables, sobre todo el de los combustibles que sirvieran como sustitutivos de la madera. Con unos incentivos apropiados, la industria misma podría desempeñar una función más eficaz. 

La condición más importante para un desarrollo sostenible es que, al tomar decisiones, se atienda a la economía y al ambiente. Nuestros sistemas económicos y ecológicos han llegado a relacionarse íntimamente unos con otros en el mundo real, pero siguen estando separados casi por completo en nuestras instituciones. 

Durante los años 1960 y 1970, los gobiernos de más de 100 países, desarrollados y subdesarrollados, establecieron organismos especiales para la protección del medio ambiente y para la administración de los recursos naturales. Pero a esos organismos los atenazaban las limitaciones de mandato y presupuestarias, así como su pequeña o nula influencia política. Entre tanto, los gobiernos no acertaban a responsabilizar a sus poderosos ministros y dirigentes económicos de las consecuencias que sus políticas y gastos tenían en el ambiente. El balance de fuerzas resultante estaba enormemente desajustado. Los organismos encargados del ambiente tenían más o menos las posibilidades de un provinciano aficionado a las carreras que, sin entrenamiento y sin respaldo financiero, tratase de emular una carrera de Carl Lewis. A pesar de las buenas intenciones, del esfuerzo y de algunos éxitos, se fueron quedando cada vez más rezagados. 

A los organismos que velen por el ambiente se les debería otorgar más capacidad y más poder para contrarrestar los efectos de unas políticas de desarrollo insostenibles. Y, sobre todo, los gobiernos deben tratar de que, sobre quienes dirigen la economía, el comercio y los sectores afines, recaiga directamente la responsabilidad de formular actuaciones y encauzar presupuestos que favorezcan un desarrollo congruente. Sólo entonces entrarán en consideración las dimensiones ecológicas de la política a la vez que sus dimensiones económicas, comerciales, energéticas y agrarias, en las mismas agendas y en las mismas instituciones nacionales e internacionales. 

Un área donde la conjunción de los intereses ecológicos con la toma de decisiones económicas podría tener una honda repercusión es la de los incentivos mercantiles. El mercado es el más poderoso instrumento disponible para impulsar el desarrollo, y el que fomente y sustente o no esquemas de desarrollo sostenibles o nefastos depende en gran parte de la política que lo dirija. 

Como ya mencioné antes, la intervención del gobierno distorsiona a menudo el mercado de manera que lo encamina hacia un desarrollo insostenible. Los incentivos fiscales y los impuestos, las medidas de control de precios y de mercados, las políticas de fijación de los tipos de cambio y el proteccionismo estatal son factores todos que influyen en el ambiente y en el consumo de recursos que acompaña al crecimiento. Pero los encargados de establecer esas políticas sólo en raras ocasiones se preocupan por las repercusiones que tendrán en el ambiente o en las reservas de capital ecológico. Y cuando los que acometen tales políticas tienen esas cosas en cuenta dan a menudo por supuesto, implícitamente, que los recursos son inagotables, o que se encontrarán sustitutos antes de que se agoten, o que el medio ambiente "debería" ser subsidiario del mercado. Lo mismo sucede con ciertas políticas sectoriales, verbigracia, las desacertadas subvenciones alimentarias y energéticas a las que antes me referí. 

Es sorprendente que pocos gobiernos y dirigentes sociales se percaten de lo perniciosos que resultan, ecológica y económicamente hablando, los sistemas de incentivos creados por esas políticas, así como los presupuestos, con frecuencia descomunales, de que disponen. Hasta los autores del movi​miento ecologista se hacen sólo una vaga idea de ello. Los ecologistas han centrado su atención en los efectos del desarrollo económico en la salud, la propiedad y los ecosistemas. Rara vez se han fijado en las políticas que subyacen tras ese desarrollo. 

El presupuesto anual de una nación establece el cuadro de incentivos y frenos económicos y fiscales con que han de contar los dirigentes sociales, los hombres de negocios, los agricultores y los consumidores a la hora de tomar sus respectivas decisiones. Para el medio ambiente quizá sea ésta la directriz más importante de cuantas fijan los gobiernos cada año, pues el conjunto de todas las decisiones que de ella dependen mejorará o degradará el ambiente de la nación y aumentará o reducirá sus reservas de capital ecológico. 

Tomando conciencia del asunto, no sería un obstáculo insalvable dar cuerpo a una política de cambio en los sistemas de incentivación. Algunos dirigentes de las industrias más avanzadas han acogido bien los análisis que vinculan los incentivos económicos con la integridad del ambiente. Con tal de que su renta no corra peligro, a los agricultores no pueden serles sino ventajosos los sistemas de incentivos que estimulen unas prácticas convenientes para la conservación y la mejora de sus tierras, sus bosques, sus aguas y otros elementos del capital agrícola básico. Para los consumidores, muchos de estos cambios en los incentivos no supondrían ni pérdida ni ganancia, mientras que su incidencia sobre el nivel de empleo podría ser incluso positiva. 

La reforma de los sistemas de impuestos e incentivos, aunque de crucial importancia, no será suficiente. El mercado tiene diversos tipos de limitaciones, la más importante de las cuales es que no puede tomar en cuenta los costos ambientales externos asociados a la producción, el consumo y la disposición de los bienes y servicios. El mercado trata los recursos de la atmósfera, los océanos y los demás bienes comunes como si fueran gratis. Con ello "externaliza" o transfiere a la más amplia comunidad universal los costes que representan el inquinamiento del aire, del agua y de los terrenos, el ruido, la contaminación en general y, en fin, el agotamiento de los recursos naturales. La comunidad ha de cargar sobre sus hombros esos costes en forma de daños contra la salud, la propiedad y los ecosistemas. 

Para integrar esos costes se requiere la intervención del gobierno. Un intento de lograrlo fue el denominado principio según el cual "el que contamina paga" (PPP, por sus siglas en inglés), im​plantado por los países pertenecientes a la OCDE en 1972. El PPP exige que las industrias paguen absolutamente todo lo que cueste proteger al medio ambiente de la contaminación resultante de sus actividades industriales. Es éste un paso importante, sobre todo porque puede conseguir que los costes ambientales del desarrollo se reflejen en los precios que los consumidores abonan por los artículos, con lo que sus preferencias se irán decantando en favor de aquellos bienes cuya producción y cuyos desperdicios tengan menos repercusión sobre el ambiente. Por desgracia, los gobiernos han procedido a aplicar el principio con notoria lentitud, quizá porque encarece los productos y afecta al bolsillo del consumidor. Otra razón ha sido, sin duda, la presión de la industria. Aunque ésta suele ser una firme defensora del mercado, en este caso la reacción ha sido la de cerrar filas y unir sus fuerzas contra él. 

La integración de los costes ambientales en los precios es un modo de procurar que se incluyan los costes reales del desarrollo a la hora de tomar decisiones económicas. Otra manera es incorporar las contabilidades de los recursos en los sistemas nacionales de contabilidad de la economía. Hoy por hoy, estos sistemas se preocupan principalmente por el curso de la actividad económica. Los cambios que puedan producirse en las reservas de capital ecológico son en gran parte ignorados. La integración de los dos factores capacitará a los gobiernos para determinar si un 3, 5 o 7 por ciento de incremento en el producto nacional bruto son cifras reales o si reflejan, por el contrario, un descenso análogo o mayor en las reservas de suelos, bosques, pesquerías, aguas, parques y lugares de interés histórico. 

Contando con esta información, las tesorerías y los ministerios de hacienda podrían no sólo obtener un diagrama más exacto del estado de la economía, sino también hacerse alguna idea de cómo están repercutiendo las medidas económicas en los sistemas ecológicos. En Francia, Noruega, Canadá, EE.UU. y algunos otros países se ha estudiado ya la manera de contabilizar los recursos y crear sistemas de contabilidad integrada. La OCDE y varias instituciones independientes se dedican en la actualidad a proseguir esta tarea, por la que algunos organismos de países subdesarrollados han mostrado un vivo interés. 

Con la gradual integración de la problemática del ambiente en la toma de decisiones económicas, los presupuestos energéticos, agrarios y de otros sectores deberán empezar a incluir partidas destinadas a cubrir los costes ambientales de sus respectivas actividades. Con el tiempo, la carga de la financiación de un desarrollo sostenible deberán asumirla esos presupuestos. Mientras tanto, el desarrollo sostenible requerirá numerosas fuentes de financiación. 

En particular, los países en vías de desarrollo necesitarán un sustancial aumento de las ayudas financieras. En 1988, el World Watch Institute hizo algunos cálculos aproximativos de lo que costaría alcanzar ciertas metas que estimaba esenciales para que, hacia el año 2000, se diese ya un desarrollo sostenible. Entre dichas metas se incluían la reducción del crecimiento demográfico, la protección del mantillo en los labrantíos, la repoblación forestal de la tierra, mayor rendimiento energético, desarrollo de energías renovables y condonación de la deuda de los países subdesarrollados [véase la figura 5]. 

Estimaba el Instituto que tales metas se podrían alcanzar mediante desembolsos anuales de unos 46.000 millones de dólares hacia 1990, aumentándolos paulatinamente hasta 145.000 millones en 1994 y hasta 150.000 en el año 2000. Para afrontar ese gasto ingente haría falta un vigoroso esfuerzo político. La proporción de tamaño esfuerzo acaso pueda juzgarse considerando la suma total con que los gobiernos han contribuido al Fondo para el Ambiente (PANU) que, dentro del Programa Ecológico de las Naciones Unidas, se estableció en la Conferencia de Estocolmo de 1972: solamente 30 millones de dólares cada año, que a veces han sido menos aún. En la reunión de este año del Consejo Rector del PANU, los gobiernos se avinieron sólo a incrementar sus aportaciones hasta los 100 millones de dólares. Todavía queda un largo camino por recorrer. 

	CALCULO DE LOS GASTOS ADICIONALES NECESARIOS PARA LOGRAR UN DESARROLLO SOSTENIBLE ENTRE 1990 Y EL AÑO 2000
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	5. COSTE DE UN DESARROLLO SOSTENIBLE en 10 años, estimado por el World Watch Institute. El informe abarca gastos para reducir la velocidad del aumento de población y para restaurar y conservar los recursos naturales en todo el globo. Compárense estas cifras con las de los gastos militares del mundo, que suman, considerados ellos solos, una cantidad próxima al billón de dólares de 1989. 


La deuda externa sigue siendo el problema más urgente al que se enfrentan los países pobres, en especial los de Africa e Iberoamérica. Deberá ser resuelto antes de que esos países acaben sucumbiendo bajo las presiones de la miseria y de la ruina económica y ecológica consiguientes. En la reunión que celebraron el año pasado en Berlín los dirigentes del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional (FMI), daba la impresión de que más países que nunca estaban a punto de reconocer que la deuda era imposible de saldar. Aunque se han propuesto varios planes para aligerar la deuda (el más reciente, el Plan Brady en EE.UU.), todos ellos comparten dos rasgos sospechosos: el del tipo de medidas que imponen normalmente como condición para los empréstitos adicionales y la total falta de programas para la conservación, no digamos ya para el incremento, del capital de recursos naturales con que cuentan los países subdesarrollados. 

El estricto condicionante impuesto por el Banco Mundial y por el FMI parece despreciar en ocasiones las consecuencias sociales y de otro tenor que se seguirían de las medidas económicas y fiscales requeridas. En concreto, los programas de reajuste estructural, que es como se conoce a esas medidas, no han tenido para nada en cuenta su posible repercusión sobre los recursos ambientales y ecológicos del país en cuestión. Las medidas encaminadas a reducir los déficits presupuestarios in​ciden, con frecuencia de forma desproporcionada, sobre tales recursos. Por si les faltara poco para hundirse en la miseria, las economías basadas en los recursos naturales se ven obligadas a gastar aún más deprisa su capital ecológico para obtener divisas, con las que se les exige que paguen su deuda. Los programas concebidos para restaurar la capacidad productiva de los entornos depauperados y esquilmados y para preservar de la destrucción los hábitats, las reservas genéticas y las zonas turísticas se recortan o lisa y llanamente no se cumplen. Las políticas que exigen a las industrias y a los gobiernos locales la introducción de medidas de control de la contaminación y unos planes orientados al suministro de aguas limpias, alcantarillados e instalaciones sanitarias, cuando no caen en saco roto tampoco se acometen con rigor. 

Un estudio llevado a cabo recientemente por el Banco Mundial confirma que los programas de reajuste estructural no son neutrales por lo que respecta a sus implicaciones en los recursos ambientales. Pero es más significativo lo que este estudio demuestra: que se pueden idear programas cuyas consecuencias sean positivas antes que negativas para el medio ambiente de la nación. Hasta que esto suceda, las consecuencias ambientales del ajuste estructural seguirán constituyendo un motivo de preocupación. Varios países han dado instrucciones a sus representantes en las juntas del Banco Mundial y del FMI para que exijan que las implicaciones ambientales de sus programas entren a formar parte integrante de los estudios de fondo de todos los proyectos y en las negociaciones para la puesta en práctica de los programas. 

El acopio de un fondo suficiente para que el desarrollo resulte sostenible requerirá iniciativas originales. El Instituto de Recursos Mundiales está realizando un estudio sobre la sostenibilidad de un programa o plan especial bancario de conservación internacional vinculado al Banco Mundial. Ese nuevo medio podría proporcionar empréstitos y facilitar los arreglos financieros necesarios para la protección y el desarrollo congruente de hábitats y ecosistemas que se hallen en estado crítico, e incluso establecer acuerdos de alcance internacional. Hay también varias fuentes internacionales de ingresos cuyas posibilidades convendría tantear con miras a la financiación de las actividades de apoyo a un desarrollo sostenible. Por ejemplo, se podría gravar con impuestos el uso de los bienes comunes internacionales o el tráfico de determinadas mercancías. Esto quizá parezca por ahora políticamente ilusorio, pero lo cierto es que, como se sabe, las tendencias generales transforman las realidades políticas. De hecho, puede que ya esté sucediendo algo parecido.
En junio de 1988, durante la conferencia mundial sobre la atmósfera que se celebró en Toronto por invitación del gobierno canadiense, los asistentes pidieron a los gobiernos que establecieran un Fondo Mundial para la Atmósfera, cuya financiación se conseguiría, en parte, mediante un impuesto de "protección del clima". Los ingresos se obtendrían gravando el consumo de combustibles fósiles en los países industrializados; las sumas así obtenidas se destinarían a los países subdesarrollados para ayudarles a adaptarse y a limitar las consecuencias del calentamiento global y de la elevación del nivel del mar. Otros han propuesto que ese impuesto sea proporcional al contenido de carbono de los carburantes. Más recientemente, el gobierno noruego ha propuesto que, como punto de partida, los países industrializados contribuyan a formar ese fondo con el 0,1 por ciento de su producto nacional bruto. En el presupuesto holandés se incluyó una partida de 250 millones de guilders destinado a una fundación encargada de velar por el clima global, y el gobierno está estudiando actualmente varias opciones relativas a la financiación y administración de tal fondo, en preparación de una conferencia internacional que tendrá lugar este otoño en La Haya. 

Los gastos militares representan también un enorme acervo de capital, de potencial humano y de recursos naturales. Las naciones se están gastando cerca de 1 billón de dólares al año en seguridad militar -más de 2700 millones de dólares al día. Los países en vías de desarrollo han quintuplicado sus presupuestos de armamento en los últimos 20 años. Algunos de ellos están gastando más en su aparato militar que en educación, salud, bienestar y ambiente, todos juntos. 

Una gran proporción de dichos gastos podría muy bien destinarse a fines más productivos. Esto requeriría una mayor conciencia de la creciente escalada de las amenazas ambientales contra la seguridad nacional y regional, conciencia de la que algunos líderes políticos están empezando a dar pruebas. Requeriría también un nuevo y más amplio concepto de la seguridad, un concepto que abarcase la seguridad ambiental junto con la económica y la política. Con una visión más panorá​mica, las naciones no tardarían en comprender que, en muchos casos, su seguridad podría reforzarse destinando inversiones a proteger, preservar y restaurar las reservas del capital ambiental básico, en vez de gastarse el dinero en armas. 

La posibilidad de una guerra nuclear representa, sin duda, el más grave peligro potencial para los recursos ambientales, los sistemas de conservación de la vida y la supervivencia misma. Pero también son gravísimas las implicaciones geopolíticas del cambio de los factores económicos y ecológicos, tan estrechamente interconectados. En diversas zonas de Oriente Medio, Africa, Iberoamérica y Asia, el avance incontenible de los desiertos, la lucha por el agua y los movimientos de refugiados ecológicos son ya fuentes significativas de inestabilidad política y de tensión internacional. Estas situaciones no harán sino empeorar. El mero cambio climático elevará la tensión, dado que las mayores alteraciones ocurren en los límites de las naciones definidos por masas de agua, en los centros de producción urbanos y agrarios, así como entre las multitudes de refugiados ecológicos. 

La amenaza que para la paz y la seguridad de las naciones y regiones supondría la quiebra del medio ambiente es potencialmente más grave que cualquier amenaza previsible de guerras con armamento convencional. Pues si de esta última amenaza se derivase alguna acción militar efectuada por potencias hostiles, no habría nación o grupo de naciones que dejara de responder a tal riesgo con una masiva movilización de todos sus recursos militares, diplomáticos y del tipo que fuesen. En cambio, ante una amenaza contra la seguridad universal y en forma de destrucción del ambiente, las naciones y la comunidad mundial en conjunto parecen incapaces de ofrecer una respuesta eficaz. 

Los países deben empezar a tratar la integridad del medio ambiente y la sostenibilidad del desarrollo como una cuestión de política exterior de la máxima importancia. Las medidas que se arbitren para reducir la deuda externa y aumentar la afluencia neta de recursos a los países en desarrollo deberán ser respaldadas con coherentes políticas de ayuda, agraria y de mercado, así como a la importación o la exportación de productos químicos peligrosos, residuos y tecnología. Una "política exterior para el medio ambiente y para el desarrollo" podría contribuir a que en estas áreas se trabajase con mayor coherencia. Serviría también para aumentar en general la eficacia, la coordinación y la cooperación con miras a una aceleración de los desarrollos concernientes a la administración de los bienes comunes a todos los hombres -los océanos, la atmósfera, la Antártida y el espacio exterior. 

Se halla en rápido auge el potencial de conflictos redundante del calentamiento global y la subida del nivel de los mares, el avance de la desertización, el reparto de las aguas y de otros recursos escasos, así como acerca de otras cuestiones sobre el ambiente. Pero, si se enfocasen certeramente den​tro del contexto de la necesidad de un desarrollo económico sostenible, estas cuestiones suscitarían un nuevo espíritu de cooperación internacional e inspirarían renovadoras concepciones y planteamientos multilaterales para solucionar otros problemas que a todos nos atañen. 

JIM MACNEILL es secretario general de la Comisión Mundial para el Ambiente y el Desarrollo. Dirigió la redacción del informe entregado por la Comisión en 1986 con el título de Nuestro futuro común. Antes de formar parte del citado grupo [World Commission on Environment and Develop​ment, WCED] fue durante siete años director de la sección de problemas del ambiente en la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo; con anterioridad trabajó como secretario permanente en el ministerio de asuntos urbanos del Canadá y como consejero especial para cues​tiones sobre la constitución y el ambiente en la oficina del primer ministro Pierre E. Trudeau. Es presidente de MacNeill Associates y recientemente ha trazado un plan de desarrollo sostenible por encargo del Instituto de Investigación obre la Gestión Pública de Ottawa. 
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